
147
REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO

I. Introducción

L as elecciones en México siempre han estado aso-
ciadas con la violencia; desde hace muchos años 
las agresiones entre competidores y la interven-

ción del crimen organizado han sido una constante en 
los comicios. De algunos años a la fecha, este fenómeno 
de la violencia electoral ha ido creciendo e incidiendo 
de una forma más determinante en los resultados y la 
integridad de la elección. Tan sólo en las elecciones a la 
gubernatura de Michoacán, la Sala Superior al pronun-
ciarse sobre la validez reconoció la injerencia del cri-
men organizado y el impacto que tuvo en los resultados, 
aunque consideró que no fue determinante, sí tuvo por 
acreditada la incidencia.3

Pese a que la violencia en las elecciones se ha vuelto 
una problemática creciente, no se observan iniciativas 
ni esfuerzos concretos por prevenirla, atenderla y san-
cionarla. En el debate público respecto a las temáticas 
que deben incluirse ante una posible reforma electoral, 
poco se habla sobre esta situación que le ha costado la 
vida a diversas candidaturas, que ha generado que la 
participación ciudadana decrezca y que la integridad de 
las elecciones se comprometa. 

Desde 2018 diferentes proyectos desde la sociedad civil 
se han creado para monitorear los casos de violencia 
electoral. Desde entonces, en cada proceso electoral se 
hacen públicos reportes sobre el impacto que ha tenido 
este fenómeno en las elecciones de nuestro país. Cada 
uno con distinto enfoque, han señalado los actores, 

circunstancias y contextos que rodean a los cientos de 
casos de violencia electoral.

A pesar de que las metodologías, los enfoques e incluso 
los actores monitoreados difieren en cada uno de estos 
informes, una variable que se repite es la de asesinatos 
de personas relacionadas con el proceso electoral o la 
vida política en México. Las siguientes más registradas 
son amenazas y atentados. Este es un comparativo de 
esas variables, dependiendo del informe realizado para el 
proceso 2023-2024 (ver Gráfica 1).

En más del 70% de los casos registrados en cada una de 
las fuentes, las agresiones sucedieron en el nivel munici-
pal y mayoritariamente en los estados de Chiapas, Gue-
rrero, Puebla, Michoacán y Guanajuato. Como es posible 
ver, el problema escapa a la lógica estatal y se presenta 
de diferentes formas.

A los esfuerzos nacionales se suman los reportes de orga-
nismos internacionales, como la Organización de Estados 
Americanos (OEA) o el Wilson Center, que han señalado 
la gravedad del problema y su efecto en la democracia 
mexicana en su conjunto.

Al respecto, destacamos que la OEA calificó el nivel de 
violencia en las elecciones de 2024 como “profundamente 
preocupante”, señalando que el proceso se vio ensom-
brecido por una ola de agresiones sin precedentes. La 
OEA documentó que la violencia no se limitó al día de 
la jornada, sino que fue una constante durante todo el 
ciclo electoral, subrayó que los periodos de precampaña y 
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selección interna fueron los más letales, confirmando que 
los grupos de poder fáctico intervienen antes de que se 
formalicen legalmente las candidaturas (MOE, 2024, p. 2).

De acuerdo con lo observado durante el proceso elec-
toral, la Misión de Observación Electoral de la OEA 
sostiene que los ataques no fueron azarosos; por el 
contrario, se dirigieron estratégicamente hacia candi-
datos a nivel municipal, con el objetivo de controlar los 
territorios desde su base administrativa y de seguridad. 
Incluso advirtió que la violencia genera un “clima de 
miedo” que inhibe la participación de perfiles compe-
titivos y silencia el debate público, lo cual constituye 
una forma de fraude preelectoral al limitar las opciones 
reales del electorado.

La Misión de Observación de la OEA consideró que si bien 
existe una mesa de seguridad que se instala en torno a 
las elecciones, la coordinación entre autoridades federa-
les y locales es insuficiente, y la burocratización de las 
solicitudes de protección deja a muchos candidatos en la 
indefensión durante ventanas de tiempo críticas.

Además de la experiencia de 2024 que se calificó como 
un sombrío precedente, para las elecciones judiciales de 
2025, la OEA advirtió que la elección de jueces y magis-
trados introduce un riesgo inédito: la captura criminal del 
aparato de justicia. Por lo que si en 2024 el objetivo fue 
el control político local, el nuevo frente que abrieron las 
elecciones judiciales provoca que ahora la violencia elec-
toral se utilice para imponer juzgadores afines a intere-
ses delictivos, pues la vulnerabilidad de las candidaturas 

judiciales es extrema, dado que carecen de estructuras 
partidistas sólidas y de los recursos logísticos para cos-
tear esquemas privados de seguridad. 

Esto hace que si bien la adopción de medidas para pre-
venir y combatir las violencia en las elecciones ya fuese 
necesaria, ahora se convierta en un tema urgente a 
abordar, especialmente ante la coincidencia de eleccio-
nes políticas y judiciales, la cual exige una reingeniería de 
las medidas y protocolos para evitar que la violencia siga 
incidiendo y se convierta en un fenómeno determinante 
para las elecciones, de manera que condicione la libertad 
y autenticidad de los comicios, y en el caso concreto de 
las judiciales derive en la pérdida de autonomía del Poder 
Judicial frente a la coacción violenta.

II. Las necesidades del sistema

A pesar de que el fenómeno no es nuevo y de que son 
ya varios los años en los que se han registrado agresio-
nes contra personas que buscaban un cargo público, las 
medidas que se han adoptado han sido apenas conoci-
das, poco aplicadas y difícilmente revisadas. El descono-
cimiento general sobre los resultados de la coordinación 
entre autoridades respecto de los protocolos aplica-
bles, y en cuanto a las vías de denuncia, las medidas 
de protección y la forma para conocer los resultados de 
las averiguaciones, es grave y pone en alto grado de 
vulnerabilidad a las personas que participan en proce-
sos electorales. Este nivel de vulnerabilidad aumenta 
cuando hablamos de candidaturas judiciales, haciendo su 

GRÁFICA 1. COMPARATIVO EVENTOS SIMILARES 

Fuente: Elaboración propia.
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implementación aún más difícil si se piensa en la concu-
rrencia de elecciones políticas y judiciales.

El llamado Esquema de Seguridad para las Candidaturas 
que se implementó en las últimas elecciones judiciales, 
tuvo el siguiente proceso general:

	 1.	 Inicio de solicitud ante el INE.
	 2.	 Coordinación institucional entre el INE y la SSPC.
	 3.	 Análisis de riesgo a cargo de la SSPC.
	 4.	 Notificación a la candidatura y, cuando corres-

ponde, asignación de esquemas de seguridad.

Una de las más grandes áreas de oportunidad del pro-
tocolo consiste en que sólo puede activarse cuando la 
persona tiene la calidad legal de candidata, dejando en 
máximo estado de vulnerabilidad a aspirantes y precan-
didaturas, especialmente tomando en cuenta que uno 
de los momentos en que las agresiones aumentan son 
durante la etapa previa al registro de candidaturas. Adi-
cionalmente, esta restricción ignora que la calidad de 
candidatura se obtiene apenas en la recta final del pro-
ceso electoral, en los últimos 30 o 60 días del proceso, 
dependiendo del caso.

Otra falencia consiste en que la prioridad de atención 
de los casos se da a los niveles federales y locales en 
gubernaturas; sin embargo, todos los análisis coinciden 
en que el nivel con mayor vulnerabilidad y sometido a 
mayor riesgo es el municipal. Esto, aunado a que se 
ha hecho público que en la mayoría de los casos son 
las víctimas las que tienen que asumir el costo de los 
esquemas de protección y que la capacidad económica 
de las candidaturas municipales es comparablemente 
menor que la de candidaturas federales, lo que arroja 
un contexto de grave vulnerabilidad, especialmente en 
zonas rurales.

La realidad es que mientras la violencia en las elecciones 
avanza y permea cada vez más espacios, la respuesta 
de las autoridades es tardía e insuficiente. Si bien las 
autoridades electorales tienen atribuciones limitadas en 
el tema, otras instancias ni siquiera han reconocido que 
existe un fenómeno particular de violencia que impacta 
en las elecciones y que se da en torno a ellas, con con-
secuencias en la integridad de los procesos comiciales, 
lo cual incluso impacta en la gobernabilidad. De ahí que 
resulte indispensable ocuparnos del tema a través de 

medidas que desde la legislación se adopten para buscar 
atajar la violencia electoral.

III. La propuesta de reforma electoral

La presidenta Claudia Sheinbaum había hecho público que 
su propuesta recogía demandas ciudadanas en cuanto a 
áreas de mejora del sistema electoral. Dentro de ellas se 
encontraba la atención a la violencia electoral.

Al respecto, la propuesta de reforma constitucional pre-
sentada inicialmente incorporaba un artículo que llamaba 
a la coordinación entre autoridades competentes para 
garantizar, entre otras cosas, la aplicación de medidas 
para atender la violencia electoral y garantizar la inte-
gridad de los procesos electorales. Esta sería la primera 
mención de tipo legal o constitucional que se hace acerca 
de la necesidad de atender este fenómeno, y sin duda 
representaba un avance, pues convocaba a una coordi-
nación entre autoridades competentes para prevenir y 
atender situaciones de violencia en las elecciones.

No obstante, la inclusión de un artículo en la Constitu-
ción sólo puso foco al problema. Independientemente del 
estado de la reforma presidencial —que fue rechazada 
por el pleno—, la creación de disposiciones específicas 
que aborden el tema de la violencia, desde tipos penales 
en la legislación sobre delitos electorales, hasta medidas 
de prevención y protección en la legislación electoral, o 
incluso la emisión de reglamentos o lineamientos para 
actuar ante estos casos, es necesaria y urgente. No es 
viable entrar a un nuevo proceso electoral sin claridad 
sobre cómo se va a atender este problema.

Adicionalmente, se necesita no sólo la adopción de medi-
das reactivas ante casos de agresión, sino medidas de 
prevención y reparación de este fenómeno. Asimismo, 
se requiere la coordinación entre autoridades competen-
tes y la colaboración entre organizaciones especializa-
das y gobierno, para incorporar los hallazgos y lecciones 
aprendidas por la sociedad civil en los últimos años.

IV. Propuestas y alternativas

El fenómeno exige la coordinación de las autoridades en todos 
los niveles, la participación de las autoridades electorales, 
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e incluso de las candidaturas. Al tratarse de un problema 
multifactorial, demanda la implementación de soluciones 
multifactoriales.

A partir de este enfoque, es necesario contar con al 
menos lineamientos o protocolos para la atención de la 
violencia criminal electoral, en los cuales se incorporen 
procedimientos para atender los casos de violencia hacia 
actores dentro de la elección, familiares y círculo vulne-
rable, desde la recepción de los casos, la integración de 
expedientes, la adopción inmediata de medidas de pro-
tección y reparación y el seguimiento de los mismos, así 
como recomendaciones para tomar previsiones y preve-
nir riesgos. Estos lineamientos y protocolos deben estar 
dirigidos e incluir a autoridades electorales, a las autori-
dades encargadas de seguridad, a los partidos políticos y 
a las candidaturas y sus equipos.

Es necesaria la implementación de estrategias diferen-
ciadas en cada etapa del proceso electoral para mitigar 
el fenómeno. La redacción de lineamientos y un marco 
regulatorio claro para todos los actores involucrados 
es esencial.

En términos generales, la legislación debe abordar el tema 
de la violencia electoral estableciendo que las acciones 

previas al inicio de un proceso electoral consisten en la 
creación de mapas de riesgo, definición de competen-
cias de las autoridades, educación cívica, campañas de 
concientización, y redes de alerta temprana y monitoreo 
ciudadano, contemplando competencias de atribuciones 
y funciones claras para las autoridades involucradas, 
principalmente las de seguridad, procuración de justicia 
y electorales.

También es necesario prever acciones y capacitación 
en temas de autocuidado y reducción de riesgos a las 
candidaturas y a los partidos políticos en su conjunto, 
así como fomentar la amplia difusión de los protocolos 
y vías de atención en casos de agresiones. Por último, 
se debe hacer una gestión adecuada de conflictos pos-
telectorales, reparación de las víctimas, y revisión de la 
efectividad y funcionamiento de los protocolos puestos 
en marcha.

El fenómeno de la violencia criminal en las elecciones 
es creciente y tiene un impacto directo en la libertad 
del voto, así como en la integridad de los comicios, por 
ello cualquier reforma que se proponga debe ocuparse 
de este tema, buscando medidas de prevención y pro-
tección, y estableciendo una necesaria coordinación 
entre autoridades.




